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BOLETÍN N° 938-04.
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en la consulta de la Comisión de Educación y Cultura acerca de la constitucionalidad del proyecto, en segundo trámite, que modifica la ley N° 18.591 y establece normas sobre fondos solidarios de crédito universitario.

HONORABLE SENADO:

Mediante oficio N° 829-23, de fecha 12 de agosto del año en curso, la Comisión de Educación y Cultura -por mayoría de votos- acordó solicitar a la Sala se consultara a esta Comisión acerca de la constitucionalidad del proyecto de la referencia, en consideración a que durante su estudio surgieron dudas sobre el particular.
El Senado, en su sesión del día 17 de agosto de 1993, accedió a lo solicitado en el aludido oficio.
Cabe señalar que en el oficio antes aludido la Comisión de Educación y Cultura precisa que las mencionadas dudas "dicen relación con el sistema de otorgamiento de crédito que contempla dicha iniciativa legal, en cuanto a si otorgarlo a los alumnos pertenecientes a las universidades que reciben aporte fiscal de acuerdo con el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 1981, y no a los de las restantes instituciones de educación superior, v.gr. universidades privadas, institutos profesionales y centros de formación técnica, podría vulnerar el articulo 19, N° 2, de la Constitución Política".

Es dable recordar que el artículo 19, N° 2o, de la Carta Fundamental asegura a todas las personas "la igualdad ante la ley", agregando, en la parte pertinente a la consulta en informe, que "ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias".
La disposición específica en que incide la duda de constitucionalidad planteada es el N° 1 del artículo 1o del proyecto.
El referido N° 1 del artículo 1° sustituye los incisos primero y segundo del articulo 70 de la ley N° 18.591 por los siguientes:
"Artículo 70.- Créase un fondo solidario de crédito universitario para cada una de las instituciones de educación superior que reciben aporte del Estado con arreglo al artículo 1o del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 1981. Dicho fondo será asignado en dominio a las instituciones antes referidas, con las limitaciones que esta ley establece.
La administración de los fondos se efectuará con arreglo a las disposiciones legales que los rigen y a lo que establezca el reglamento que apruebe, para tal efecto, cada una de las instituciones indicadas en el inciso anterior.".
Por su parte, el artículo 1o del señalado decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, -que fija normas sobre financiamiento de las universidades- dispone que "el Estado contribuirá al financiamiento de las universidades existentes al 31 de diciembre de 1980 y de las instituciones que de ellas se derivaren, mediante aportes fiscales", cuyo monto anual y distribución se determinará conforme a las normas que el mismo cuerpo legal establece.

Cabe hacer presente que si bien la norma contenida en el número 1 del artículo 1o del proyecto -ya transcrita- tiene un carácter sustitutivo de los dos primeros incisos del artículo 70 de la ley N° 18.591, en sustancia no reviste tal calidad, toda vez que el nuevo texto que se propone se limita a efectuar algunas enmiendas menores de índole meramente formal a la disposición vigente, sin alterar la idea central de que los fondos de crédito universitario se otorgan únicamente a las universidades precedentemente indicadas.

Lo anteriormente expuesto pone de manifiesto que la consulta de constitucionalidad planteada incide, en el fondo, en el texto vigente del artículo 70 de la ley N° 18.591, toda vez que -como se ha explicado- el proyecto se limita a efectuar modificaciones de menor entidad al referido precepto.
En atención a lo expuesto, y habida consideración de que -en conformidad a nuestro ordenamiento jurídico- es atribución de los tribunales establecidos por la ley pronunciarse, en los casos particulares de que conozcan, sobre la vigencia, aplicabilidad o interpretación de las normas legales, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, estimó que no le correspondía emitir opinión sobre la consulta formulada.
Acordado en sesión celebrada el día 13 de octubre de 1993, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente accidental), Sergio Fernández Fernández y Carlos Letelier Bobadilla.

Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 1993.
PATRICIO USLAR VARGAS

Secretario
